                               URIBE ENCARA EL DESAFÍO
La declaratoria del estado de Conmoción Interna que acaba de promulgar el nuevo gobierno se puede entender como el resultado lógico de la confluencia de dos situaciones; de un lado, el persistente y osado accionar de las FARC, en particular la ofensiva contra el poder local y sus representantes y los ataques terroristas urbanos y en especial el realizado el día de la posesión de Uribe Vélez. De otro lado, la coherencia del nuevo mandatario con sus promesas de enfrentar con firmeza las acciones de los grupos violentos, con las cuales se granjeó el respaldo electoral. Es claro que el descomunal reto de los insurrectos no se puede encarar con los instrumentos de una democracia en paz. El Estado requiere incrementar el pié de fuerza, mejorar la dotación y la movilidad de sus tropas, garantizar la vida de los centenares de alcaldes y funcionarios amenazados, hacer presencia efectiva en territorios que hoy dominan las guerrillas o las autodefensas y elevar ostensiblemente la eficiencia de los servicios de inteligencia. Todo esto no lo puede hacer sino cuenta con recursos financieros extraordinarios y si además no se dota de las herramientas legales que se desprenden del estado de conmoción para defenderse de la escalada violenta. 

El dilema al que estaba abocado el gobierno de Uribe es tan patético  que hasta el propio líder del Polo Democrático, Luis Eduardo Garzón declaró que: “todo Estado tiene derecho a defenderse y como tal la Conmoción es válida siempre y cuando persiga a los que son...”  Y en igual sentido se pronunció el senador Carlos Gaviria reconocido miembro de la bancada parlamentaria de la izquierda democrática al decir que: “Hay circunstancias completamente nuevas que no se venían dando de una manera tan intensa, como el terrorismo en la ciudad y los atentados contra los alcaldes...” (véase El Tiempo, p. 1.2 agosto 12/02). Lo que es claro entonces es que el Estado de Conmoción no se debe mirar como si fuese una fiel copia de la vieja figura del Estado de Sitio de tan ingratos recuerdos para las generaciones del Frente Nacional. Ahora el gobierno tiene a su favor no sólo el mandato de rescatar la autoridad y el orden que le fue conferido en las pasadas elecciones, sino el apoyo de sus mayorías y hasta la comprensión de sus críticos y rivales políticos. El consenso es indudable y sólo podría reventarse si se diese una desviación de los poderes que se desprenden de la figura; es decir, si se usan para acallar las libertades individuales, de prensa, de movilización y de protesta ciudadana. 

La Conmoción Interior hay que entenderla por tanto en el marco de una lógica de confrontación militar, como la respuesta del Estado al desafío de los grupos insurgentes, al estado de guerra real existente en vastas zonas del país y como mecanismo para atacar el crecimiento de las autodefensas que tanto han deslegitimado las instituciones estatales. Cuando en vez de gestos de paz o de acercamiento o de búsqueda, la guerrilla responde con rockets la solicitud oficial de buenos oficios hecha a la ONU, y de paso descalifica los méritos de la misma, la respuesta del Estado no puede dar lugar a dudas. El reto que se le plantea desde la otra orilla es hacer la guerra o perder el poder. Uribe Vélez, que sabe por donde va el agua al molino, ha decidido jugársela toda a sabiendas que tiene a su favor el apoyo fresco e incondicional de la población. El impuesto que se cobrará a quienes tengan un presupuesto superior a los 150 millones de pesos es a la vez un mensaje enfático y claro a los dueños del país que tradicionalmente han sido recatados frente a los costos de la guerra y que siempre esperan demasiado del brazo largo de los EE. UU: la guerra cuesta y mucho y ese dinero debe salir principalmente de los bolsillos de los más poderosos. Pero, Uribe se la juega también con la entrada en funciones de la polémica red de informantes, con el relevo en el mando de las Fuerzas Armadas, cuenta ya con el beneplácito norteamericano para usar las armas del Plan Colombia en la lucha contrainsurgente y contra el paramilitarismo,  y con otras cuantas medidas con las cuales insinúa que él va a encarar la guerra muy en serio y que él es quien estará al mando de la estrategia militar. La idea que debe rondar en su cabeza, no lo dudemos, es que esta guerra debe ser ganada por el Estado, así se desprende de la consigna que deslizó en Valledupar: “si nos van a matar, nos tienen que matar a todos”. 

Sin embargo, es necesario precisar que la confrontación no será pan comido. La insurgencia, no obstante su desprestigio político y su retroceso en el ámbito de enfrentamientos con el Ejército gubernamental, es una fuerza militar y económica todavía muy poderosa que puede hacer graves daños. Lo que sí se puede leer como una inflexión en las políticas de los gobiernos frente a la guerrilla es que en lo por venir, el Estado adelantará una estrategia integral de guerra para pasar a la ofensiva y obligarla a desistir de su empeño de tomarse el poder por las armas.

La puerta para una posible nueva negociación con los grupos irregulares queda no obstante abierta, con el nombramiento del siquiatra Luis Carlos Restrepo, la cara amable de todo su plan, para que explore permanentemente el momento en que aquellos expresen su decisión de abandonar el terror y retomar el sendero de la política.
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